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Resumen. 
El Sistema Interamericano de Derechos Humanos se erige como uno de los instrumentos 
internacionales de mayor trascendencia dentro del ámbito internacional, cuyo fin es 
garantizar la protección, salvaguarda, goce y promoción de todos los derechos esenciales que 
le son inherentes a las personas sin distinción de sexo, raza, credo, filiación política o 
nacionalidad. Siendo lo anterior, una obligación que deben cumplir todos los Estados 
Americanos que hayan ratificado y adoptado como parte de su bloque de constitucionalidad 
todos aquellos componentes que conforman este Sistema. 
Por lo tanto, el incumplimiento de estos deberes genera una responsabilidad estatal debido a 
las transgresiones ocasionadas a dichas prerrogativas, lo que trae como consecuencia la 
irrogación de unos daños y perjuicios que deben ser reparados integralmente a través de las 
medidas de reparación que han sido desarrolladas al interior del Sistema. Lo anterior, con el 
objetivo primordial de devolver a la víctima al mismo estado en el que se encontraba antes 
de que se le causara el daño y de igual forma, garantizarle el acceso a la verdad, justicia y a 
las garantías de no repetición. 
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The Inter-American Human Rights System. Composition and mechanisms designed to 
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Abstract. 
The Inter-American Human Rights System stands as one of the most important international 
instruments within the international sphere, whose purpose is to guarantee the protection, 
safeguard, enjoyment and promotion of all the essential rights to people without distinction 
of sex, race, creed, political affiliation or nationality. This being the foregoing, an obligation 
that must be met by all the States that have ratified and adopted as part of their constitutional 
block all those components that make up this System. 
Therefore, the breach of these general obligations to a state of responsibility due to the 
transgressions caused to said prerogatives, which brings as a consequence the irrogation of 
damages that must be repaired integrally through the repair measures that have been 
developed. inside the System. The foregoing, with the primary objective of returning the 
victim to the same state in which he was before the damage was caused and in the same way, 
guaranteeing access to truth, justice and guarantees of non-repetition 
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Los derechos humanos son prerrogativas que deben ser reconocidas a todas las personas 
sin distinción alguna de raza, credo, sexó, lengua, filiación política o nacionalidad. Lo 
anterior es así, debido a que se encuentran compuestas por una serie de características que 
las hace inherentes a la condición humana de cada uno de los individuos pertenecientes a 
cualquier sociedad. Tal es el caso de su universalidad, indivisibilidad, inalienabilidad e 
interdependencia, factores que implican que la transgresión de uno solo de ellos traiga como 
consecuencia la vulneración de otros derechos más. 
Por consiguiente, todos estos derechos deben estipularse al interior de diversas normas 
tanto de carácter internacional como al interior de cada uno de los marcos jurídicos propios 
de cada Estado, esto, con el fin de garantizar su plena protección, promoción y garantía de 
satisfacción. Es por ello, que se han creado diversos instrumentos que permiten cumplir con 
este fin, tal y como lo es el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, el cual se ha 
venido instituyendo como uno de los conjuntos de normas, principios y medidas de mayor 
trascendencia para lo protección de los DD.HH y que en este caso específico, cobijan de 
forma exclusiva a los Estados pertenecientes al continente americano. 
Así mismo, la protección de los derechos humanos implica la constitución de mecanismos 
idóneos de reparación integral que deben ser aplicados de forma eficaz cuando estas 
prerrogativas sean violentadas por acciones u omisiones que se materializan en daños y 
perjuicios graves o cuando los Estados incumplan con sus deberes de prevención, 
investigación y sanción. Por esta razón, le asiste al Estado colombiano una responsabilidad 
de carácter internacional debido a la ratificación que hizo de este instrumento internacional 
y a su incorporación al bloque de constitucionalidad, situaciones anteriores, que permiten 
clasificar a las normas del SIDH dentro del mismo nivel superior en el que se encuentra la 
Constitución Política de Colombia. 
Es por ello, que a través de este trabajo de investigación se pretende realizar una respectiva 
revisión de todos los mecanismos diseñados y contenidos dentro del Sistema Interamericano 
de Derechos humanos con los que cuenta Colombia, esto, con el fin de reparar a las víctimas, 
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algo que se hace trascendental debido a las circunstancias propias y tan particulares que 
existen al interior del país. Ejemplo de lo mencionado con anterioridad, es el caso del 
conflicto armado no internacional que ha afectado durante mucho tiempo a la sociedad 
colombiana, el cual se establece como una causal que origina una amplia y además violenta 
vulneración de los DD.HH que han sido reconocidos. 
En este sentido y de acuerdo con lo que se ha mencionado previamente, es que surge para 
esta investigación un cuestionamiento que hace referencia acerca de ¿cuáles son todos 
aquellos mecanismos de reparación de víctimas que se han originado a partir de la 
conformación del Sistema Interamericano de Derechos Humanos con los que cuenta 
Colombia con el fin de reparar a las víctimas a las que se le han transgredidos dichas 
prerrogativas, bien sea por razones del conflicto armado o por acciones u omisiones acaecidas 
en virtud del incumplimiento de los deberes internacionales de prevención, sanción e 
investigación? 
Por otro lado, como objetivo general se pretende analizar y definir los elementos que 
componen el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, así como, identificar cuáles han 
sido los mecanismos de reparación de víctimas que se han suscitado a través de la 
jurisprudencia de la CorteIDH, esto, en virtud de la interpretación que este tribunal realiza 
de la Convención Americana sobre DD.HH. Lo anterior, con el fin de evidenciar si el Estado 
colombiano da una correcta aplicación de estos, cumpliendo de esta manera con sus 
obligaciones internacionales. 
Ahora bien, con el fin de resolver el problema jurídico planteado y con el propósito de 
desarrollar el objetivo general propuesto dentro de la investigación, la autora acudirá a la 
recopilación de la respectiva literatura jurídica escrita sobre la materia, es decir, doctrina, 
jurisprudencia y la concerniente normatividad referente al tema, mediante la cual se logrará 
extraer a través de un método descriptivo y analítico las características propias que permitan 
establecer y definir la manera en la que se compone el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos y así mismo, conocer los mecanismos con los que cuenta el Estado Colombiano 
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los cuales han sido diseñados con la finalidad de que este último cumpla con sus obligaciones 
internacionales. 
1. El sistema Interamericano de Derechos Humanos. 
El Sistema Interamericano de Derechos Humanos nace como consecuencia del difícil 
escenario por el que estaba transitando la humanidad, ya que su gestación comenzó a 
edificarse a raíz de la reunión celebrada por los Estados Panamericanos durante “la 
Conferencia Interamericana sobre Problemas de la Paz y de la Guerra, celebrada entre 
febrero y marzo del año 1945 en la Ciudad de México” (Faúndez, 2004, p. 31). 
Vale recordar, que a lo largo de 1945 se estaba llegando a la finalización de la segunda 
guerra mundial, un conflicto que dejó tras de sí millones de víctimas. Por lo tanto, era una 
prioridad para los Estados Americanos contar con un mecanismo con el que fuera posible 
proteger a nivel regional todos los derechos humanos, los cuales se entienden como “atributos 
inherentes a la persona, que no son una concesión de la sociedad ni dependen del 
reconocimiento de un gobierno” (Nikken, 2010, p. 21). Prerrogativas que tan atrozmente 
fueron violentadas a raíz del conflicto bélico. 
Es así, que el Sistema Interamericano de Derechos Humanos comienza a crearse a partir 
de la conformación de la Organización de los Estados Americanos (OEA), cuyos miembros 
fueron adoptando una serie de instrumentos jurídicos que permitieron lograr el objetivo 
derivado de las preocupaciones que en materia de protección de DD.HH tenían. Dentro de 
estos, se encuentran la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del hombre, la 
Comisión Interamericana de derechos Humanos, la Corte IDH y la Convención 
Interamericana sobre Derechos Humanos, la cual se originó gracias a la “culminación de un 
proceso iniciado en 1948 con la adopción, por parte de la OEA, de la Declaración Americana 
de los Derechos y Deberes del Hombre” (Medina, 2003, p. 1). 
Ahora bien, una vez que el Sistema Interamericano de Derechos Humanos se consolidó 
en la región, se fueron suscitando a través de la jurisprudencia de la CorteIDH una serie de 
mecanismos destinados a la reparación de aquellas víctimas a las que se le irrogaron unos 
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daños causados como resultado de la acciones u omisiones cometidas por el Estado. 
Perjuicios que deben ser reparados en su integridad cuando se declare la responsabilidad 
estatal como consecuencia del incumplimiento de los deberes de prevención, investigación y 
sanción, todo lo anterior, en virtud de las pruebas hayan sido aportadas dentro del proceso.  
Estos mecanismos de reparación que han sido desarrollados por la CorteIDH en virtud de 
la facultad que tiene para interpretar la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se 
otorgan en distintos ámbitos; bien sea, a nivel patrimonial mediante una indemnización o a 
través de medidas de satisfacción y garantías de no repetición. Todos estos, enfocados en 
reparar de forma integral a la víctima para que retorne al Estado al que se encontraba antes 
de que el hecho originador del perjuicio sucediera (Peña, 2011, p.11). 
Es por ello, que se hace primordial para esta investigación el estudiar los elementos que 
componen al Sistema Interamericano de Derechos humanos y los mecanismos de reparación 
de víctimas que han sido dispuestos por el mismo. Lo anterior, con el fin de dar a conocer 
los instrumentos judiciales con el que pueden contar todos los individuos cuando no alcancen 
el nivel de justicia requerido al interior del marco normativo interno del Estado, y ya que 
infortunadamente nuestro país se encuentra dentro de aquellos Estados en donde más se 
vulneran, transgreden y violentan los derechos humanos, es que se hace imprescindible y 
perentorio el estudio y revisión de cualquier instrumentos que propenda por la protección de 
dichas prerrogativas. 
Lo anterior, máxime cuando nuestro país se encuentra atravesando un proceso de 
transición2 el cual requiere la aplicación de medidas efectivas de reparación integral, por lo 
que es indispensable conocer y revisar la importancia del Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos en cuanto a la protección de los DD.HH y en cuanto a la reparación que 
                                                          
2      Proceso derivado del Acuerdo de Paz firmado entre el Gobierno Nacional y la guerrilla de las Farc, el cual 
contiene un componente de justicia transicional que se materializará a través de la denominada Jurisdicción 
Especial para la Paz (JEP). 
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las víctimas merecen cuando les son violentadas prerrogativas universales protegidas por 
dicho instrumento internacional. 
Es por ello, que a continuación se hablará dentro de esta investigación acerca de las 
características, atributos y composición de los tres instrumentos fundamentales que 
componen al Sistema Interamericano, los cuales son: la Convención Americana sobre 
derechos Humanos, la CIDH y la CorteIDH. 
1.1. La Convención Americana sobre los Derechos Humanos. 
La Convención Americana Sobre los Derechos Humanos es un tratado internacional que 
fue suscrito el día 22 de noviembre de 1969 en San José de Costa Rica, el mismo entró en 
vigor a partir del 18 de julio de 1978. De él hacen parte los Estados latinoamericanos que se 
encuentran comprometidos con la protección y promoción de los derechos humanos. Por su 
parte, Colombia aprobó este instrumento mediante la ley 16 de 1972. 
De acuerdo con la CorteIDH, Caso Velásquez Rodríguez, Excepciones Preliminares, 
Sentencia del 26 de junio de 1987, párr. 30, citada por (Ochoa, 2001, p.90), el objeto de la 
convención “consiste en la eficaz protección de los derechos de todos los seres humanos en 
América Latina, independiente de su nacionalidad”. Por lo tanto, se entiende que es un 
instrumento que a nivel regional se encarga de proteger aquellas prerrogativas que han sido 
reconocidas de forma universal y que le son inherentes a todas las personas. 
La CADH es, por lo tanto, un tratado internacional que es de obligatorio cumplimiento 
para los Estados latinoamericanos que se adhieran o ratifiquen el mismo. Dicho instrumento, 
fue creado con la finalidad de extender la protección, salvaguarda y promoción de los 
derechos humanos, algo que ha sido un objetivo primordial desde que se promulgó la 
Declaración de los Derechos Humanos una vez que fue creada la ONU al finalizar la Segunda 
Guerra Mundial. Sobre esto último, Cantón (2007, p. 3) expresó lo siguiente:  
La Declaración Americana de Derechos Humanos fue aprobada en mayo de 1948 y de ahí 
en adelante se aprobaron varios instrumentos que buscaron fortalecer la protección de los 




Ahora bien, dentro de sus preceptos se dispone por ejemplo el deber de proteger la vida 
(Art. 4), el derecho a la integridad personal (Art. 5), la libertad y la prohibición de 
circunstancias que vulneran la dignidad de las personas como lo es la esclavitud (Arts. 6 y 
7). Así mismo, exige que los Estados garanticen el debido proceso y la legitima defensa y 
demás garantías judiciales. (Art. 8), de la misma manera, demanda el deber de respetar la 
libertad de profesar y practicar cualquier culto (Art. 12), del mismo modo, propende por 
garantizar la libertad de conciencia, pensamiento y expresión (Art. 13). 
De igual forma, garantiza el derecho al buen nombre (Art. 18), el derecho fundamental de 
reunión y asociación (Arts. 16 y 17) y exige una especial protección a la familia, a los 
menores y a la propiedad privada (Arts. 17, 19 y 21). Por otro lado, también es posible hallar 
una salvaguarda en cuanto a los derechos de circulación (Art. 22) y a los derechos políticos 
(Art. 23) al cual acuden muchos servidores públicos elegidos popularmente cuando se sienten 
o son perseguidos por instituciones o funcionarios opositores que logran de alguna manera 
interferir en el libre desarrollo de su mandato. 
Es así, que la CADH es un mecanismo que propende por la protección eficaz de diversas 
prerrogativas consideradas como derechos humanos, exigiéndole a los Estados implementar 
todas las medidas necesarias para garantizar la satisfacción de estos. Finalmente, la 
Convención establece dentro su artículo 63.1 la obligación de reparación integral cuando sea 
necesario, resarcir todos aquellos daños y perjuicios que se ocasionen como consecuencia de 
las acciones y omisiones del Estado, con base en esto último, es que se han desarrollado 
variados mecanismos de reparación que se mencionarán dentro de esta investigación. 
1.2. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos fue creada en el año 1959 y es uno de 
los órganos principales que conforman el SIDH, la CIDH se caracteriza por ser autónoma, se 
encuentra integrada por 7 miembros denominados comisionados, tiene su sede en 
Washington, D. C., y “realiza su trabajo con base en tres pilares de trabajo: a) el Sistema de 
Petición Individual; b) el monitoreo de la situación de los derechos humanos en los Estados 
Miembros, y c) la atención a líneas temáticas prioritarias” (Ruiz, 2016, p.393). 
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De otro lado, de acuerdo con la Oas.org. (2017) la Comisión tiene 10 funciones principales 
consistentes en recibir y analizar las peticiones individuales sobre violaciones a los derechos 
humanos, observar la situación de los derechos humanos en los Estados miembros, algo que 
se puede realizar a través de lo que se denomina como las visitas In loco, las cuales se erigen 
“como uno de sus instrumentos de protección más importantes con que cuenta hasta ahora” 
(Avaro y Vásquez, 2010, p. 194), puesto que le permite realizar informes sobre la situación 
de los DD.HH en determinado país. 
Así mismo, la comisión propende por estimular la conciencia pública acerca de la 
importancia en cuanto a la promoción y protección de los derechos humanos, organiza y 
realiza visitas, conferencias, seminarios con representantes del gobierno, académicos y 
demás, con la finalidad de divulgar la labor del SIDH, recomienda a los Estados la adopción 
de medidas de protección de los DD.HH, solicita a los Estados la adopción de medidas 
cautelares cuando se requiera proteger a los individuos frente a posibles daños irreparables, 
presenta los casos que han de ser resueltos ante la CorteIDH y comparece ante el tribunal, 
entre otras funciones más. (Oas.org, 2017). 
Por su parte, Colombia aceptó el reconocimiento de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos el 21 de junio de 1985 para los hechos ocurridos con posterioridad a esa 
fecha, No obstante, la ley víctimas y restitución de tierras reconoce a las víctimas desde el 
primero de enero de 1985 (artículo 3º de la ley 1448 de 2011). 
1.3. La Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos se constituye como un tribunal 
internacional que tiene una función consultiva en virtud del artículo 64 de la CADH, el cual 
establece que los Estados que reconocen su jurisdicción pueden consultarla acerca de la 
interpretación que esta última realiza de la Convención, y a su vez, se encarga de juzgar a los 
Estados Miembros del Sistema Interamericano cuando son denunciados por supuestas 
violaciones a los DD.HH cometidas al interior de su territorio, función jurisdiccional que es 
ejercida en virtud de los artículos 61 al 63 del Pacto de San José. De acuerdo con Figueroa 
(2012, p. 486), la CorteIDH: 
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(…) es una institución autónoma cuyo objetivo es la aplicación e interpretación de la 
Convención Americana. Dentro de la estructura orgánica de la OEA se encuentra clasificada 
como una Entidad del sistema y su Secretaría está bajo la autoridad del secretario, nombrado 
por la Corte. 
Por otro lado, la CorteIDH se encuentra integrada por 7 jueces, dichos magistrados, 
“quienes ejercen su cargo a título personal, permanecen en la Corte por seis años y pueden 
ser reelectos máximo por un periodo” (Acosta, 2008, p. 101), su sede se encuentra en San 
José de Costa Rica y entró en vigor el día 22 de mayo de 1979 junto con la Convención 
Americana Sobre Derechos Humanos. De acuerdo con el sitio web oficial: 
Este tratado regional es obligatorio para aquellos Estados que lo ratifiquen o se adhieran a 
él y representa la culminación de un proceso que se inició a finales de la Segunda Guerra 
Mundial, cuando las naciones de América se reunieron en México y decidieron que una 
declaración sobre derechos humanos debería ser redactada, para que pudiese ser 
eventualmente adoptada como convención. Tal declaración, la Declaración Americana de 
los Derechos y Deberes de la persona, fue aprobada por los Estados Miembros de la OEA 
en Bogotá, Colombia, en mayo de 1948. (Corteidh.or.cr, 2017) 
En cuanto al reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la CorteIDH por parte de 
Colombia, el mismo se realizó el día 21 de junio de 1985 junto con el reconocimiento de la 
Comisión Interamericana. Por esto, nuevamente se ratifica que es a partir de esta fecha que 
Colombia reconoce a las víctimas del conflicto armado con respecto a la reparación de 
víctimas, pues, es solo a partir de los hechos que ocurrieron de ahí en adelante, que el tribunal 
tiene competencia para juzgar al Estado por su presunta responsabilidad con respecto a las 
transgresiones graves a los derechos humanos. 
2. Mecanismos de reparación de víctimas dispuestos por la Corte IDH. 
La reparación integral se erige como el mecanismo idóneo, el cual que se encuentra 
enfocado en garantizar que la víctima sea devuelta al estado en el que se encontraba antes de 
que el hecho que le originara el perjuicio ocurriera, y de no ser posible esto, por lo menos 
tratarla de llevar a la situación y/o condición más próxima y semejante a la que se hallaba 
con anterioridad al acaecimiento del hecho transgresor de sus derechos. “La reparación 
integral recoge como componentes la restitución, indemnización, rehabilitación, medidas de 
satisfacción y garantías de no repetición” (Bernal y Guzmán, 2014, p. 20).  
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Es por ello, que la reparación integral se entiende como una obligación que tienen los 
Estados democráticos en virtud de los diferentes tratados internacionales que en materia de 
derechos humanos hayan ratificado e incluido dentro de sus bloques de constitucionalidad. 
Dicha obligación debe enmarcarse en el ámbito de la dignidad humana y debe permitir el 
acceso a la justicia con el fin de restituirle los derechos a las mismas. Sobre este aspecto 
Ramírez (2017, p. 108), indicó lo siguiente:  
(…) la Resolución 60/147 (Organización de Naciones Unidas, 2005) y a partir de la 
Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas, se insta a un 
tratamiento de las víctimas bajo el principio de dignidad y se llama a la garantía del acceso 
a mecanismos de justicia y reparación. En un sentido práctico, el Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional exhorta a la creación de herramientas que permitan la restitución 
de los derechos de las víctimas en donde se tenga en cuenta el proceso de indemnización y 
rehabilitación. 
Igualmente, es posible hallar al interior del Sistema Interamericano la obligación de 
reparación que se fundamenta en el artículo 63.1 de la Convención Americana en donde se 
establece que la CorteIDH “Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las 
consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos 
y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada.”.  
Por su parte, la CorteIDH establece que la reparación se considera como un factor de 
obligatorio cumplimiento ya que es “un principio de Derecho Internacional que toda 
violación de una obligación internacional que haya producido un daño comporta el deber de 
repararlo adecuadamente” (Caso Cantoral Huamaní y García Santa Cruz vs. Perú, Sentencia 
de 10 de julio de 2007 (excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas, Párr. 156). 
Por lo tanto, en el escenario del derecho internacional de los derechos humanos, la 
reparación será ordenada judicialmente a los Estados cuando sean declarados 
internacionalmente responsables por el incumplimiento de sus obligaciones de acuerdo con 
el derecho internacional de los derechos humanos. (Navarrete, 2015, p. 5) 
Por consiguiente, se entiende que la reparación integral es la “consecuencia principal de 
la responsabilidad del Estado” (Monroy, 1986, p. 272). Por lo tanto, el mismo tiene la 
obligación y el deber de garantizar el acceso a diversos mecanismos de verdad, justicia, 
reparación y garantías de no repetición a las víctimas a las que se les hayan irrogado daños y 
perjuicios ocasionados como consecuencia de la acción u omisión estatal, mecanismos que 
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no solo deben estar enfocados únicamente en una compensación económica o indemnización 
monetaria, puesto que, esta es tan solo una de las formas de reparar, más no significa que la 
misma logre la integralidad de la reparación que las víctimas merecen.  
La reparación debe buscar que la víctima sea efectivamente resarcida, lo cual significó una 
innovación de la Corte, al dotar a las reparaciones de un mayor alcance al civilista. Pensar 
únicamente en la indemnización pecuniaria es alejarse de la reparación del daño. (Ventura, 
2013, p. 1). 
Ahora bien, debe entenderse que la reparación integral consiste en diversos mecanismos 
que tienen por objetivo no solo resarcir el daño ocasionado a la víctima, sino también, buscar 
la verdad, otorgar justicia y garantizar la no repetición de los hechos. Por lo tanto, son 
variadas las formas de reparación que se han desarrollado, en este caso por el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos a través de la jurisprudencia de la CorteIDH y que se 
basan específicamente en medidas indemnizatorias, de restitución y de satisfacción y 
garantías de no repetición, las cuales veremos a continuación. 
2.1. La indemnización como medida de reparación: 
 Dicho mecanismo consiste en una compensación económica que busca mitigar el dolor 
ocasionado cuando un daño no puede repararse íntegramente, es decir, cuando no se puede 
devolver a la víctima al mismo estado en el que se encontraba anteriormente. Ejemplo de 
esto, es una masacre, una desaparición, la perdida de una vida, etc. 
Por lo tanto, al no poderse reparar integralmente a la víctima en estos casos, lo que se 
busca entonces, es compensarle económicamente a través de una indemnización patrimonial 
que debe caracterizarse por ser rauda, expedita, apropiada, efectiva y justa “lo cual significa 
que ella debe ser suficiente para compensar de una forma íntegra los daños (materiales y 
morales) ocasionados, por medio de una suma equivalente” (Pérez, 2008, p. 38). Además, 
“Su calidad y su monto dependen del daño ocasionado tanto en el plano material como moral. 
La reparación no puede implicar ni un enriquecimiento ni un empobrecimiento para la 
víctima o sus sucesores” (CorteIDH, Caso Garrido y Baigorria Vs. Argentina, (Reparaciones 
y Costas), Sentencia del 27 de agosto de 1998, párr. 43). 
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Además, la indemnización patrimonial se erige como la forma más usual de reparación 
puesto que le permite a la víctima poder retomar su plan de vida, el cual se vio afectado por 
los daños y perjuicios que le fueron irrogados. En palabras de Nash (2009, p. 42) “(en) 
términos generales, tanto el derecho internacional público tradicional como el derecho 
internacional de los derechos humanos han determinado que la indemnización constituye la 
forma más usual de reparación por daños producidos por violaciones a obligaciones de 
carácter internacional”. 
Es así, que la indemnización busca resarcir económicamente los daños materiales e 
inmateriales que se le hayan causado a la víctima, los que significa, que se debe indemnizar 
patrimonialmente lo que se denomina como el daño emergente y el lucro cesante. Además, 
la CorteIDH avala también el resarcimiento de los daños inmateriales como lo es, por 
ejemplo, el daño moral o el daño al proyecto de vida. 
El daño inmaterial puede comprender tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a las 
víctimas directas y a sus allegados, el menoscabo de valores muy significativos para las 
personas, así como las alteraciones, de carácter no pecuniario, en las condiciones de 
existencia de la víctima o su familia.”. (Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala, 
(Reparaciones y Costas), sentencia del 33 de febrero de 2002, Párr. 56) 
Por lo tanto, la indemnización como forma de reparación se entiende como una manera 
de compensación patrimonial que tiene por objetivo resarcir los daños ocasionados a uno o 
varios individuos cuando los mismos no sean posibles de restituir íntegramente. En 
consecuencia, se busca indemnizar económicamente los daños materiales, es decir los gastos 
económicos que el perjuicio haya ocasionado a la víctima y los ingresos que esta haya dejado 
de percibir y así mismo, subsanar los daños inmateriales como lo es el dolor que haya 
padecido el individuo. Sobre este aspecto, Gamboa (2006, p. 211) manifestó que: 
La plena restitución equivale a la restauración del status quo ante o cuando el daño es tal 
que resulta imposible regresar a la situación anterior a este, entonces compensación en 
proporción al daño. 
Es así, como la CorteIDH en cumplimiento de sus deberes establecidos por la Comisión 
Americana Sobre Derechos Humanos establece en la mayoría de sus sentencias una justa 
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compensación debido a los daños ocasionados como consecuencia de la vulneración de los 
derechos humanos. De acuerdo con la CorteIDH: 
225. Este Tribunal halla que, de conformidad con sus atribuciones y deberes establecidos 
por el artículo 63.1 de la Convención, una vez que determina que se configuró la vulneración 
de los derechos contenidos en la Convención Americana debe determinar el pago de una 
“justa indemnización”. Por ello, corresponde a la Corte establecer las medidas de reparación 
que estime pertinentes, entre ellas las indemnizaciones compensatorias. (CorteIDh, Caso 
Vásquez Durand y Otros Vs. Ecuador (Excepciones Preliminares, fondo, reparaciones y 
Costas), Sentencia del 15 de febrero de 2017) 
Lo anterior, con la finalidad de que a través de una suma dinero se pueda mitigar en el 
algo dicho padecimiento, buscando que el sujeto logre retomar su plan de vida el cual se vio 
afectado por la circunstancia gravosa que le afectó directa o indirectamente. No obstante, una 
medida de reparación puramente económica no reivindica la dignidad de la víctima, según 
Nieto (2012, p. 223), "en el caso de la indemnización está más que demostrado que la entrega 
del cheque a la víctima es absolutamente insuficiente, que el mensaje de reparación de esa 
medida puntual, es mínimo.”. 
2.2. Las medidas de satisfacción y garantías de no repetición. 
 Han sido desarrolladas por la CorteIDH con la finalidad de restablecer el “honor, la 
justicia, los cambios internos en el Estado, entre otros” (Nash. 2009, p. 59). Así mismo, 
Cárdenas y Suárez (2014, p. 38) explican que las medidas de satisfacción se pueden entender 
en dos sentidos:  
(…) el amplio abarca todas las medidas que reparan el daño inmaterial, y el concreto recoge 
aquellas medidas que pretenden preservar el honor y buen nombre de la víctima y sus 
familiares, lo cual trasciende al individuo y se proyecta al resto de la comunidad. 
Por lo tanto, se colige que a través de estas medidas también se busca resarcir los daños 
inmateriales que se hayan ocasionado, lo cual se logra a través de acciones enfocadas en 
restituir la dignidad de la víctima y conservar la memoria histórica con la finalidad de que 
los hechos no vuelvan a ocurrir. “Estas medidas cumplen un rol muy importante en los 
aspectos individuales y colectivos de la memoria.” (Dulitzky, 2017, p. 172). 
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Es por ello, que se han desarrollado mecanismos que “no tienen naturaleza pecuniaria, así 
como medidas de alcance o repercusión pública” (Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de 
Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros Vs. Panamá, (Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas), sentencia del 14 de octubre de 2014, Párr. 210). En palabras 
de Rojas y Salinas (2007, p. 25): 
La satisfacción o compensación moral podría entenderse entonces como aquellas medidas 
que proporcionan bienestar y contribuyen a mitigar el dolor de la víctima, sin que las 
mismas tengan porque afectar directamente al victimario, como ocurre con las 
conmemoraciones, homenajes y reconocimiento a las víctimas. 
 Ejemplo de lo anterior, es el reconocimiento público de responsabilidad que para la 
CorteIDH tiene efectos positivos para las víctimas de violaciones a los derechos humanos, 
algo que se otorgó como medida de satisfacción en la sentencia del caso (Radilla Pacheco 
Vs. Estados Unidos Mexicanos (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), 
sentencia del 23 de noviembre de 2009), en donde la CorteIDH ordenó lo siguiente: 
353. Tomando en cuenta lo anterior, este Tribunal estima necesario que el Estado realice un 
acto público de reconocimiento de responsabilidad por los hechos del presente caso en 
desagravio a la memoria del señor Rosendo Radilla Pacheco. En dicho acto se deberá hacer 
referencia a las violaciones de derechos humanos declaradas en la presente Sentencia. 
Asimismo, deberá llevarse a cabo mediante una ceremonia pública en presencia de altas 
autoridades nacionales y los familiares del señor Radilla Pacheco. El Estado y los familiares 
del señor Radilla Pacheco y/o sus representantes, deberán acordar la modalidad de 
cumplimento del acto público de reconocimiento, así como las particularidades que se 
requieran, tales como el lugar y la fecha para su realización. 
Igualmente, para la CorteiDH el debido proceso hace parte de estas medidas de 
satisfacción y garantía de no repetición, ya que el debido proceso representa seguridad 
jurídica y protección de los derechos humanos. En palabras de la CorteIDH: 
En todo caso, la Corte recuerda al Estado que, de conformidad con el artículo 25.1 de la 
Convención Americana y lo determinado en esta Sentencia, tiene la obligación de garantizar 
a las víctimas o sus derechohabientes un recurso judicial efectivo que los ampare contra 
actos que violen sus derechos fundamentales. (CorteIDH, Caso Barbani Duarte y Otros Vs. 
Uruguay (Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia del 13 de octubre de 2011) 
Así mismo, dentro de las medidas de satisfacción se encuentra no solo el reconocimiento 
de responsabilidad, sino también, el ofrecimiento de disculpas públicas. Igualmente, se 
encuentra dentro de estas formas de reparación, la publicación de la sentencia. Sobre esto 
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último, hay que decir, que “la sentencia constituye, per se, una forma de reparación.” 
(M´Causland, 2008, p.155), pues así lo decidió el tribunal en el (Caso de la Comunidad 
Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua (Fondo, Reparaciones y Costas), sentencia del 
31 de agosto de 2001), en donde “la Corte estima que la presente Sentencia constituye, per 
se, una forma de reparación para los miembros de la Comunidad Awas Tingni (Párr. 166). 
 Sin embargo, para la CorteIDH la misma debe ser publicada en un diario de amplia 
circulación o en un sitio web para generar de esta forma, un mayor conocimiento y alcance 
de los hechos al interior de la sociedad. Un ejemplo de lo anterior se evidencia en el (Caso 
Gutiérrez y Hernández y Otros Vs. Guatemala (Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas, sentencia del 24 de agosto de 2017), en donde el tribunal estipuló lo 
siguiente: 
212. La Corte dispone que el Estado publique en un tamaño de letra legible y en un plazo 
de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia: a) el resumen 
oficial de la Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en el Diario Oficial y en un 
diario nacional de amplia circulación, y b) la presente Sentencia en su integridad, disponible 
al menos por un período de un año, en un sitio web oficial del Estado. El Estado deberá 
informar de forma inmediata a esta Corte una vez que proceda a realizar cada una de las 
publicaciones dispuestas, independientemente del plazo de un año para presentar su primer 
informe dispuesto en el punto resolutivo 13 de esta Sentencia. 
Por otro lado, otro tipo de medidas de satisfacción que también ha estipulado la CorteIDH 
son las que corresponden al establecimiento de días nacionales, bautizar calles y plazas con 
el nombre de las víctimas, instituir cátedras educativas que recuerden a las víctimas, 
elaboración de placas, monumentos, realización de actos conmemorativos y obras públicas 
que hagan perdurar la memoria histórica y entrega de los restos mortales de los 
desaparecidos, entre otras. De acuerdo con Quinche (2009), estas son las medidas “de mayor 
fortaleza en lo que tiene que ver con la preservación de la memoria de las víctimas” (p. 111). 
 Es así, como en el (Caso Manuel Cepeda Vargas Vs. Colombia. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas, sentencia del 26 de mayo de 2016, Párr. 228) la 
CorteIDH estipuló que: 
(…) estas iniciativas son significativas tanto para la preservación de la memoria y 
satisfacción de las víctimas, como para la recuperación y reestablecimiento de la memoria 
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histórica en una sociedad democrática. Por ello, esta Corte considera oportuno que el Estado 
realice una publicación y un documental audiovisual sobre la vida política, periodística y 
rol político del Senador Cepeda, en coordinación con sus familiares. 
De la anterior sentencia citada, se puede deducir que la preservación de la memoria 
histórica no solo reivindica la dignidad de la víctima, sino que, así mismo, significa un 
restablecimiento de la memoria de toda una sociedad, con lo cual se busca que los hechos no 
sean olvidados buscando de esta manera la no repetición de los mismos. 
Por su parte, Rojas y Salinas (2007, p. 25) acerca de las medidas de satisfacción, indican 
que las mismas se encuentran destinadas a proporcionar bienestar a la víctima, en palabras 
de los autores: 
La satisfacción o compensación moral podría entenderse entonces como aquellas medidas 
que proporcionan bienestar y contribuyen a mitigar el dolor de la víctima, sin que las 
mismas tengan porque afectar directamente al victimario, como ocurre con las 
conmemoraciones, homenajes y reconocimiento a las víctimas. 
Lo que implica, que las medidas de satisfacción no son pecuniarias, ni afectan al 
victimario en el sentido que deba destinar sus recursos para que las mismas se materialicen, 
sino que, estas se encuentran encauzadas en aminorar el dolor que la víctima padece a través 
de actos simbólicos y otras formas de reparación adicionales como lo son la rehabilitación o 
los tratamientos físicos y psicológicos. 
2.3. Medidas de garantía de no repetición. 
Ahora bien, en cuanto a las medidas de garantía de no repetición se debe decir, que son 
aquellas que obligan al Estado responsable de la vulneración de derechos humanos a 
establecer los mecanismos idóneos y apropiados para que los hechos consecutivos de las 
violaciones no vuelvan a suceder, cumpliendo de esa forma con su obligación internacional 
de prevenir, investigar y sancionar. 
Por lo tanto, se han creado diversas medidas para garantizar la no repetición de los hechos 
como lo es por ejemplo la obligación de investigar los hechos acontecidos con la finalidad 
de esclarecer la verdad, sancionar a los responsables de los hechos, adecuar la legislación 
interna, crear mecanismos de protección, creación de centros educativos, formación de los 
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funcionarios públicos en derechos humanos, especialmente a los miembros de las fuerzas 
militares y de policía, entre otras. 
Es así, que la CorteIDH ha ordenado en distintas sentencias situaciones como las que citan 
a continuación:  
265. La Corte recuerda que el Estado debe prevenir la recurrencia de violaciones a los 
derechos humanos como las ocurridas y, por eso, adoptar todas las medidas legales, 
administrativas y de otra índole que sean necesarias para evitar que hechos similares 
vuelvan a ocurrir en el futuro, en cumplimiento de sus deberes de prevención y garantía de 
los derechos fundamentales reconocidos por la Convención Americana. En particular, y 
conforme al artículo 2 de la Convención, el Estado tiene el deber de adoptar las medidas 
necesarias para hacer efectivo el ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la 
Convención. (Caso Familia Pacheco Tineo Vs. Estado Plurinacional de Bolivia 
(Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), sentencia del 25 de noviembre 
de 2013.) 
Lo anteriormente citado, se encuentra enfocado en la obligación que tiene el Estado de 
adoptar medidas legislativas y administrativas enfocadas en proteger los derechos humanos, 
es decir, adaptar el marco jurídico interno de acuerdo con las estipulaciones propias 
emanadas por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos.  
Por otro lado, la sentencia del (Caso Acosta y Otros Vs. Nicaragua (Excepciones 
preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), sentencia del 25 de marzo de 2017.) se ordenó 
la adopción de medidas de protección frente a amenazas y demás riesgos que corran los 
defensores de los DD.HH, los testigos, víctimas y familiares que se encuentren inmersos en 
las investigaciones que busquen sancionar a los responsables de los hechos. En palabras del 
tribunal: 
223. Por lo anterior, la Corte estima pertinente disponer que el Estado elabore mecanismos 
de protección y protocolos de investigación para casos de situaciones de riesgo, amenazas 
y agresiones de defensoras y defensores de derechos humanos, que tengan en cuenta los 
riesgos inherentes a tal actividad y conduzcan a la determinación y eventual sanción de los 
responsables y a una reparación adecuada, así como fortalecer mecanismos para proteger 
eficazmente a testigos, víctimas y familiares que se encuentren en riesgo como resultado de 
su vinculación a tales investigaciones, tomando en cuenta, al menos, los siguientes 
requisitos. 
Por último, se cita la sentencia del (Caso Molina Theissen Vs. Guatemala (Reparaciones 
y Costas), sentencia del 3 de julio de 2004.), en donde se ordena como medida de reparación 
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para mantener viva la memoria histórica y crear conciencia dentro de la sociedad con la 
finalidad de que los hechos no se vuelvan a repetir, la creación de un centro educativo que 
recuerde el nombre de los niños desaparecidos que fueron víctimas del conflicto armado, así 
como la elaboración de placas que rindan tributo y conmemoren el nombre de las víctimas: 
88. En lo que se refiere a las garantías de no repetición de los hechos del presente caso, el 
Estado deberá designar un centro educativo existente, ubicado en la Ciudad de Guatemala, 
con un nombre que aluda a los niños desaparecidos durante el conflicto armado interno, y 
colocar en dicho centro una placa en tributo de Marco Antonio Molina Theissen. Ello 
contribuirá a despertar la conciencia pública para evitar la repetición de hechos como los 
ocurridos en el presente caso y a conservar viva la memoria de la víctima. 
En consecuencia, se deduce que las medidas se satisfacción y garantías de no repetición 
tienen una trascendental importancia puesto que se encuentran encaminadas en devolver la 
dignidad y el honor de las víctimas, lo cual se hace indispensable al interior de un proceso 
reparador en donde se busca reparar de forma integral a las víctimas, algo que no se logra 
con el simple reconocimiento de una indemnización patrimonial. Como bien expresaron 
Romero, Díaz y Rodríguez (2011, p.12):   
La reparación se constituye como un proceso integral debido a que requiere de varias 
medidas y acciones para alcanzar el objetivo de restablecer los derechos de las víctimas a 
la verdad y a la justicia y para evitar el resurgimiento de la violencia.  
2.4. Medidas de rehabilitación. 
Las medidas de rehabilitación se encuentran enfocadas en restablecer las condiciones 
físicas, psicológicas y sociales que se vieron afectadas como consecuencia de la transgresión 
a los derechos humanos, es por ello, que la CorteIDH teniendo presente cada caso en 
particular, puede ordenar a los Estados responsables que realicen las acciones necesarias que 
permitan reparar, mitigar o paliar dichos daños físicos o psicológicos. 
Un ejemplo de ello se presenta en la Sentencia del Caso Mendoza y Otros Vs. Argentina 
(Sentencia del 14 de mayo de 2003, Excepciones preliminares, Fondo y Reparaciones.), en 
donde debido a las condiciones que padecieron las víctimas como consecuencia de la condena 
a prisión perpetua, las cuales se vieron afectadas psicológicamente y a quienes se les causaron 
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unos daños permanentes gracias a que no recibieron la atención médica necesaria para el 
cuidado de su salud, la CorteIDH dispuso que  
311. (…) el Estado debe brindar gratuitamente, a través de sus instituciones o personal de 
salud especializados, y de forma inmediata, adecuada y efectiva, el tratamiento médico y 
psicológico o psiquiátrico necesario, a Lucas Matías Mendoza y Claudio David Núñez, y el 
tratamiento psicológico o psiquiátrico necesario a César Alberto Mendoza y Saúl Cristian 
Roldán Cajal, si así lo solicitan todos ellos, incluyendo el suministro gratuito de los 
medicamentos que eventualmente se requieran, tomando en consideración los 
padecimientos de cada uno de ellos relacionados con el presente caso. Particularmente en 
el caso de Lucas Matías Mendoza, la Corte ordena que de manera inmediata, el Estado 
otorgue el tratamiento oftalmológico, quirúrgico y/o terapéutico especializado que permita 
atenuar o mejorar sus lesiones visuales. 
En igual sentido, En la Sentencia del Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia (Sentencia del 
5 de julio de 2004, Fondo, Reparaciones y Costas) debido a los hechos presentados estipulo 
que: 
278. Con el fin de contribuir a la reparación de los daños físicos y psicológicos, el Tribunal 
dispone la obligación a cargo del Estado de brindar gratuitamente, a través de sus 
instituciones de salud especializadas, el tratamiento médico y psicológico requerido por los 
familiares de las víctimas, incluyendo los medicamentos que éstos requieran y tomando en 
consideración que algunos han padecido de drogadicción y alcoholismo. Tomando en 
cuenta la opinión del experto que ha evaluado o tratado a muchos de los familiares de los 
19 comerciantes (supra párrs. 72.g y 276), es necesario que al proveer el tratamiento 
psicológico se consideren las circunstancias particulares de cada familiar, las necesidades 
de cada uno de ellos, de manera que se les brinden tratamientos colectivos, familiares e 
individuales, según lo que se acuerde con cada uno de ellos y después de una evaluación 
individual. En el plazo de un año Colombia deberá informar a los familiares de las víctimas 
en qué establecimientos de salud o institutos especializados recibirán el tratamiento médico 
y psicológico, los cuales deberán estar totalmente informados sobre esta medida de 
reparación para que se brinde el tratamiento requerido de la forma anteriormente dispuesta. 
Por lo tanto, se deduce que este tipo de medidas se enfocan a restituir en la medida posible 
los factores físicos y psicológicos que hacen parte integral de la condición de personas de 
cada una de las víctimas que ha sufrido una vulneración de sus derechos humanos. Por 
consiguiente, son necesarias con el objetivo de que la reparación se entienda como integral. 
2.5. Medidas de restitución. 
Finalmente, se mencionarán las medidas de restitución, las cuales son importantes y 
eficaces al momento de restituir a la víctima al mismo estado en el que se encontraba antes 
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de que el hecho que le originó el perjuicio ocurriera. Aclarando, que dichas medidas de todas 
formas deben acompañarse del reconocimiento de otra más a manera de indemnización y 
como garantía de no repetición. 
Es así, que el ejemplo más claro que se presenta en cuanto a estos mecanismos de 
reparación es la restitución de tierras a las víctimas a quienes les fueron despojadas por 
acciones violentas que el Estado efectuó o que no evitó. en estos casos, el devolver a los 
individuos transgredidos a sus lugares de origen en donde tenían sus proyectos de vida, 
originan lo que verdaderamente se entiende como una reparación integral, máxime si se les 
garantiza su eficaz protección y una adecuada indemnización, más otras medidas simbólicas 
que hagan perdurar la memoria histórica, todo esto acompañado del reconocimiento de 
responsabilidad más las respectivas disculpas públicas. 
Lo anterior, se presenta solo en estos casos en donde no hay afectaciones graves a derechos 
humanos como la vida, la integridad y libertad sexual o física, sino que, inmiscuyen derechos 
patrimoniales y claro está, la dignidad de la persona que por supuesto se reivindica a través 
del reconocimiento de todo el paquete de medidas de reparación dispuestas por el derecho 
internacional. 
Ahora bien, a manera de ejemplo se puede citar la sentencia del (Caso Miembros de la 
Aldea Chichupac y Comunidades Vecinas del Municipio de Rabinal Vs. Guatemala 
(Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia del 30 de noviembre 
de 2016) en donde se ordena al Estado implementar las medidas que garanticen el retorno a 
sus comunidades de origen a las personas que aún se encuentran desplazadas: 
298. (…) la Corte requiere al Estado implementar las medidas necesarias para garantizar, 
en coordinación con los representantes del presente caso, las condiciones adecuadas para 
que las personas que permanecen desplazadas puedan retornar a sus comunidades de origen, 
si así lo desean. En particular, en lo que se refiere a las condiciones de seguridad en dichas 
aldeas. En razón de las particularidades de este caso, la Corte no supervisará el 
cumplimiento de este punto. 
En igual sentido, la CorteIDH en la sentencia del (Caso de las Comunidades 
Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) Vs. 
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Colombia (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia del 20 de 
noviembre de 2013), ordenó: 
459. La Corte señala que, producto del incumplimiento del deber estatal de garantizar el 
derecho a la propiedad colectiva (supra párrs. 353 y 358), las comunidades del Cacarica han 
sufrido un daño que va más allá del mero detrimento patrimonial. Del acervo probatorio se 
evidencia que éstas tienen una relación especial con los territorios que habitaban y que, por 
ende, se vieron profundamente afectadas no solo al ser despojadas de los mismos, sino 
también al haberse permitido la realización de acciones de explotación ilegal de recursos 
naturales por parte de terceros. Por lo anterior, y en aras de evitar que estos hechos se 
repitan, el Tribunal ordena al Estado que restituya el efectivo uso, goce y posesión de los 
territorios reconocidos en la normativa a las comunidades afrodescendientes agrupadas en 
el Consejo Comunitario del Cacarica. 
Así mismo, en la Sentencia del Caso Comunidad Indigena Xákmok Kásek Vs. Paraguay 
(Sentencia del 24 de agosto de 2010, Fondo, Reparaciones y Costas) la CorteIDH determinó 
que: 
279. La Comisión solicitó que se ordene al Estado que adopte a la brevedad las medidas 
necesarias para hacer efectivo el derecho de propiedad y la posesión de la Comunidad y sus 
miembros respecto de su territorio ancestral, “en particular para delimitar, demarcar y titular 
sus tierras, acorde con su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”. 
De lo anterior, se logra evidenciar que este tipo de medidas de reparación busca proteger 
no solo el territorio o la propiedad privada de las víctimas, sino, que va más allá de un hecho 
patrimonial, puesto que dichos territorios en donde los individuos y sus comunidades 
desarrollan sus planes de vida de acuerdo con sus costumbres, cultura y demás elementos 
propios de su idiosincrasia, hacen parte de su identidad, de su dignidad y de su libertad. Por 
ende, la eficacia en el reconocimiento de estos mecanismos de reparación integral es 
trascendental para la salvaguarda de derechos de categoría superior que son protegidos por 
el derecho internacional. 
Ahora bien, dentro de las medidas de restitución que se pueden hallar al interior de la 
jurisprudencia de la CorteIDH, también se encuentra por ejemplo el reconocimiento de la 
nacionalidad, una prerrogativa que permite el disfrute y realización de otra clase de derechos, 
como por ejemplo, los derechos políticos. En palabras del Tribunal:  
254. Asimismo, cabe señalar que la Convención Americana recoge el derecho a la 
nacionalidad en un doble aspecto: el derecho a tener una nacionalidad desde la perspectiva 
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de dotar al individuo de un mínimo de amparo jurídico en el conjunto de relaciones, al 
establecer su vinculación con un Estado determinado, y el de proteger al individuo contra 
la privación de su nacionalidad en forma arbitraria, porque de ese modo se le estaría 
privando de la totalidad de sus derechos políticos y de aquellos derechos civiles que se 
sustentan en la nacionalidad del individuo. (CorteIDH, Caso de Personas Dominicas y 
Haitianas Vs. República Dominicana, (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas), Sentencia del 28 de agosto de 2014) 
Es así, que se hace posible encontrar un amplio catálogo de medidas de reparación 
desarrolladas por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, las cuales se encuentran 
enfocadas en obligar al Estado responsable de la vulneración de los DD.HH a reparar 
integralmente a las víctimas en virtud de las obligaciones internacionales que tiene para 
prevenir, investigar y sancionar los hechos originadores de violaciones de a las prerrogativas 
universales que los son inherentes a todas las personas.  
3. Aplicación de los mecanismos de reparación del Sistema Interamericano en 
Colombia. 
La obligación de reparación por parte del Estado colombiano encuentra su fundamento en 
el artículo 90 de la constitución política, el cual establece que el Estado tiene la obligación 
de responder patrimonialmente por todos aquellos daños y perjuicios antijuridicos que le sean 
imputables en ejercicio de las funciones propias de los órganos que lo componen, sea por 
acción o por omisión por parte de sus agentes. 
De la misma manera, la obligación de reparación estatal se basa en 2 de los principios 
fundantes del Estado Social de Derecho que son el principio de igualdad y el principio de 
responsabilidad patrimonial, atendiendo igualmente, a lo dispuesto por los tratados 
internacionales que han sido adoptados y adheridos al bloque de constitucionalidad, el cual 
se define como un “conjunto de normas interpuestas; esto quiere decir, que el bloque de 
constitucionalidad se configura a través de la inclusión de normas que no se encuentran 
consagradas en la Carta Política” (Olarte, 2016, p. 8) o bien lo explicó (Gabriel Mario Mora 
Restrepo, citado por Rodríguez, 2016, p 95): 
El bloc de legalité desarrollado más tarde como bloc de constituttionalité, consiste en asumir 
que existe un conjunto de normas que sin ser consagradas expresamente en la Constitución, 
hacer parte de ella por la decisión de un juez o por expresa disposición del constituyente. 
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Por consiguiente, la responsabilidad de reparación integral por parte del Estado es un 
asunto de obligatorio cumplimiento para Colombia, pues así lo dispone todo su bloque de 
constitucionalidad en sentido estricto, el cual se encuentra compuesto por el articulado de la 
Constitución Política y por todos los tratados internacionales que hayan sido ratificados y 
que traten sobre la promoción, protección y garantía de satisfacción de los derechos humanos. 
Como bien indicó la CorteIDh 
El Estado “es el principal garante de los derechos humanos de la personas, de manera que, 
si se produce un acto violatorio de dichos derechos, es el propio Estado quien tiene el deber 
de resolver el asunto a nivel interno y, (en su caso,) reparar, antes de tener que responder 
ante instancias internacionales como el Sistema Interamericano, lo cual deriva del carácter 
subsidiario que reviste el proceso internacional frente a los sistemas nacionales de garantías 
de los derechos humanos”192. Esas ideas también han adquirido forma en la jurisprudencia 
reciente bajo la concepción de que todas las autoridades y órganos de un Estado Parte en la 
Convención tienen la obligación de ejercer un “control de convencionalidad”. (CorteIDH, 
Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia, (Excepciones preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas), Sentencia del 30 de noviembre de 2012  Párr. 142) 
Ahora bien, en materia de aplicación de los mecanismos de reparación desarrollados por 
la CorteIDH debe decirse que la jurisdicción responsable de materializarlos es la contenciosa 
administrativa cuyo órgano principal, de cierre y el más importante a través del cual se ha 
emitido la mayor parte de la jurisprudencia colombiana en este aspecto, es el Consejo de 
Estado.  
De otro lado, vale decir que en Colombia se llega a una reparación por parte del Estado a 
través de 3 vías (López, 2015, p. 32), la primera, mediante la denominada indemnización 
administrativa estipulada por la ley para determinados casos, especialmente, para las víctimas 
del conflicto armado quienes deben realizar un largo procedimiento administrativo que 
comienza con el registro como víctima y finaliza en la indemnización.  
En segundo lugar, se encuentra la reparación como consecuencia de la declaración de 
responsabilidad del Estado por parte de un juez de lo contencioso administrativo y la última, 
que es la que logra la víctima a través de la declaración de responsabilidad estatal por parte 
de un juez internacional, en este caso, cuando el asunto llega a conocimiento del Sistema 




Es así, que en el caso colombiano es posible hallar al interior del ordenamiento jurídico 
diversos mecanismos de reparación de perjuicios tanto materiales, como inmateriales, los 
cuales se encuentran acordes a los procedentes establecidos en las sentencias de la CorteIDH. 
Los mismos, han sido establecidos e instituidos por el legislador y su vez, se han desarrollado 
a través de la jurisprudencia emitida por el Consejo de Estado. 
La evidencia de lo mencionado con anterioridad, se halla en las diversas leyes que han 
sido creadas por el Congreso con el fin de reivindicar los derechos de las víctimas, tal es el 
caso de la denominada ley de justicia y paz y por otro lado, “la existencia de un conflicto 
armado de carácter no internacional en Colombia, expresamente reconocido por el Gobierno 
actual, motivó la creación de la Ley 1448 de 2011” (Chacón, Cubides y Rodríguez, 2017, p. 
45) o “ley de reparación de víctimas y restitución de tierras” como también es conocida, la 
cual de acuerdo con el Centro de Memoria Histórica (2011, p. 3):  
(…) sienta las bases para la implementación de la política pública para la atención y 
reparación integral, bajo los principios de progresividad, gradualidad y sostenibilidad. Así 
mismo, establece la institucionalidad encargada de su implementación, crea el Sistema 
Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas. 
Por lo tanto, a través de esta última ley y de sus decretos reglamentarios se establece un 
procedimiento para la restitución de tierras, para la indemnización por vía administrativa, se 
define quienes son víctimas para esta ley, el periodo de tiempo desde el cual se tendrán en 
cuenta a las mismas para los efectos que la norma estipula y preceptúa mecanismos de 
protección y asistencia humanitaria, entre otros factores más. 
Por otra parte, el Consejo de Estado a través de diversas sentencias ha estipulado 
mecanismos idóneos para la reparación integral, predominando la indemnización patrimonial 
como la más importante de todas, aunque no sea la única. Dichos pronunciamientos del alto 
tribunal fueron conjugados mediante la sentencia de unificación del año 2014 que trata el 
asunto de la reparación de perjuicios inmateriales, situación que de configura como la parte 
más compleja de este asunto, puesto que, cuando se trata de daño materiales es mucho más 
fácil reparar integralmente como ya se ha mencionado dentro de esta investigación. 
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En consecuencia, el Consejo de Estado a través de la unificación jurisprudencial estableció 
los criterios y requisitos máximos para indemnizar cuando se trate de perjuicios inmateriales. 
Por ejemplo, en el caso de indemnización por muerte “se han diseñado cinco niveles de 
cercanía afectiva entre la víctima directa y aquellos que acuden a la justicia en calidad de 
perjudicados o víctimas indirectas.” (Consejo de Estado, 2014, p. 5).  
Con respecto a lo anterior, y de acuerdo con el nivel se asignará un tope de salarios 
mínimos al que tiene derecho la víctima como indemnización de la siguiente manera: Nivel 
1= 100 SMLMV, Nivel 2= 50 SMLMV, Nivel 3= 35 SMLMV, Nivel 4= 25 SMLMV y Nivel 
5= 15 SMLMV. Dichos niveles se encuentran condicionado a la relación afectiva y parental 
de los familiares a indemnizar con respecto al individuo que perdió la vida. 
De igual manera, establece topes máximos de indemnización para daños morales en caso 
de lesiones personales, en caso de privación injusta de la libertad, en caso de vulneración a 
bienes convencional o constitucionalmente amparados y en daños a la salud. Finalmente, 
establece la reparación mediante medidas no pecuniarias. En palabras del Consejo de Estado 
(2014, p.28), se establece que “(de) acuerdo con los hechos probados, la oportunidad y 
pertinencia de los mismos, se ordenarán medidas reparatorias no pecuniarias a favor de la 
víctima directa y a su núcleo familiar más cercano”  
Con lo anterior, se ratifica que la indemnización patrimonial no es la única medida de 
reparación, puesto que, para lograr la reparación integral se hace indispensable el 
reconocimiento de otras formas de resarcimiento enfocadas en restablecer la dignidad de la 
víctima con la finalidad de tratar de llevarle al mismo estado en el que se encontraba antes 
de que se le originara el daño. 
En consecuencia, se colige que Colombia aplica de la mejor manera posible los 
mecanismos de reparación integral que se han desarrollado en la jurisprudencia de la 
CorteIDH. Sin embargo, de acuerdo con lo expresado por Cáceres (2013, p. 55): 
A pesar de que en los últimos años se han adelantado en Colombia diferentes esfuerzos por 
parte del Estado para garantizar la reparación integral a las víctimas de violaciones a los 
derechos humanos como parte de una política social gubernamental, la realidad permite 
sostener que aún han quedado muchas tareas pendientes frente a la exigibilidad y 
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materialización de estas garantías sociales, colectivas e individuales, sobre todo en 
momentos en los que se pretende construir un marco jurídico de justicia transicional.  
Es por ello, que dentro del nuevo escenario por el que se encuentra transitando Colombia, 
en donde se está tratando de implementar lo acordado dentro del acuerdo de paz firmado 
entre el gobierno y la guerrilla de las Farc, se hace perentorio corregir los errores que se han 
presentado dentro de otros procesos en donde se pretende colocar fin a conflictos armados 
no internacionales tanto al interior de Colombia, como en otros países. 
Por lo tanto, se requiere reforzar el marco jurídico en materia de reparación de víctimas 
procurando de que por ley se otorguen medidas encaminadas en esclarecer la verdad, otorgar 
justicia y reparación y garantizar a las víctimas y a toda la sociedad en general, la no 
repetición de los hechos, corrigiendo de esta manera posibles errores cometidos en 
experiencias pasadas como lo fue por ejemplo el proceso de negociación con los grupos 
paramilitares en donde no se tuvo en cuenta a las víctimas y en donde el esclarecimiento de 
la verdad y el proceso de reparación de víctimas no han sido eficaces. 
Conclusiones. 
Se logra evidenciar a través de esta revisión, que son variados los mecanismos de 
reparación que la CorteIDH ha desarrollado, tales como, las medidas de satisfacción, 
garantías de no repetición, medidas enfocadas en preservar la memorias histórica, medidas 
pecuniarias, humanitarias, asistenciales o las mediadas de rehabilitación y restitucuón, que 
se enfocan en resarcir de forma integral a los individuos que hayan sufrido transgresiones 
graves a los derechos humanos, prerrogativas que son protegidas por diversos instrumentos 
instituidos en el derecho internacional como es el caso del Sistema Interamericanos de 
Derechos Humanos que ha sido objeto de estudio por parte de la autora. 
Además, se colige que la reparación integral se compone por un catálogo amplio de 
medidas que se deben reconocer a las víctimas de acuerdo con el estudio que se realice de 
cada caso en particular. Por lo tanto, la reparación integral se puede considerar como una 
institución jurídica que trasciende a un hecho que va más allá de una circunstancia 
patrimonial, convirtiéndose en un mecanismo enfocado en reivindicar la dignidad y el honor 
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de la víctima, lo anterior, aunado al hecho de que propende por el esclarecimiento de la 
verdad, el acceso a la justicia y por garantizar la no repetición de los hechos. 
Es por ello, que el Sistema Interamericano de Derechos Humanos tiene una trascendental 
importancia dentro de la región y de manera especial para Colombia, ya que es un país en 
donde la vulneración de los derechos humanos es un asunto muy frecuente. Por lo tanto, los 
precedentes desarrollados por la CorteIDH son un valioso paradigma además de ser de 
obligatorio cumplimiento, aunado a que sirven como ejemplo para desarrollar y fortalecer las 
medidas de reparación integral existentes en Colombia, las cuales se otorgan mediante el 
marco jurídico interno y a través de la jurisprudencia del Consejo de Estado. 
Por lo tanto, se puede deducir que Colombia aplica los mecanismos de reparación integral 
que han sido desarrollados por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, sin 
embargo, el problema que se presenta a nivel estatal encuentra su raíz en la eficacia de su 
aplicación debido a la cantidad de víctimas registradas y que a la fecha de hoy de acuerdo 
con cifras de la Unidadvíctinas.gov.co (2017) superan los 8 millones de individuos. Siendo 
una situación bastante compleja para el país, debido a que debe destinar importantes recursos 
económicos para cumplir con su obligación reparadora y garantizar que las circunstancias 
que originaron los perjuicios no se vuelvan a cometer. Una meta que hasta el momento se ha 
hecho difícil de consumar. 
Por consiguiente, si los recursos destinados para la reparación de víctimas no son 
suficientes obliga a que el proceso de reparación dentro del Estado Colombiano no sea raudo 
ni expedito tal y como lo ha exigido la CorteIDH. Por lo tanto, este es un factor en el que 
Colombia debe intensificar sus esfuerzos, procurando la consecución de recursos económicos 
que se puedan destinar para dar un mayor cubrimiento en cuanto a la aplicación de los 
mecanismos de reparación de víctimas.  
No obstante, esta última situación es un hecho complejo de realizar especialmente, en el 
momento actual en donde se requiere destinar cuantiosos recursos públicos para la 
implementación de las políticas del posconflicto, algo que para la autora coloca en riesgo la 
eficacia del proceso reparador que se lleva actualmente con todas las víctimas registradas y 
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con aquellas que ingresarán en el proceso de reparación acordado dentro de los acuerdos de 
La Habana. 
Es por ello, que a pesar de que Colombia realice grandes esfuerzos por cumplir con sus 
obligaciones internacionales en materia de reparación de víctima, el proceso llevado a cabo 
aún no es eficaz debido al gran número de víctimas registradas, a la falta de recursos, a la 
falta de capacitación de los servidores públicos en materia de derechos humanos y al 
incumplimiento en cuanto a las obligaciones de prevenir, investigar y sancionar los hechos y 
responsables de las trasgresiones. 
Es por lo anterior, que las violaciones a los derechos humanos no cesan y esto representa 
una carga para el Estado quien se ve enfrentado a procesos judiciales tanto nacionales como 
internacionales en donde es muy factible que sea hallado responsable, lo cual significa la 
imposición de una obligación de reparación, algo que adicionalmente implica que se deban 
provisionar recursos públicos, una circunstancia que a su vez representa que la capacidad de 
endeudamiento del Estado se debilite, lo que impide el acceso a créditos internacionales que 
son necesarios para el desarrollo de políticas sociales, por lo tanto, se dificulta todavía más 
la consecución de recursos para destinar a la efectiva implementación y aplicación de las 
medidas de reparación de las víctimas. 
Todo lo mencionado se convierte en un círculo vicioso que no se soluciona si el Estado 
no previene la vulneración a los derechos humanos dentro de su territorio, algo que sería 
mucho beneficioso tanto económicamente, como política y administrativamente en 
comparación a tener que reparar víctimas como consecuencia de una sentencia judicial que 
lo declare responsable por incumplir sus obligaciones internacionales. 
De lo dicho anteriormente, se deduce que es mucho más efectivo para el Estado 
colombiano que implemente políticas públicas que se enfoquen en la protección de las 
poblaciones más vulnerables, en lograr mayor cobertura estatal dentro de su territorio, en 
capacitar a los agentes del Estado en materia de DD.HH, en la resolución de los conflictos 
armados que se presenten en el país, en la promoción de oportunidades de trabajo, estudio y 
en el acceso a los servicios públicos, médicos, sanitarios y educativos. 
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Todo lo anterior, conllevaría a mitigar las violaciones a los Derechos Humanos que se 
presentan de forma tan frecuente en un país como Colombia, puesto que ya fue señalado, las 
obligaciones de reparación representan una carga y esfuerzo económico importante para el 
país, presupuesto que podría destinarse al desarrollo social si se logra evitar que estas 
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